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INICIATIVA POPULAR CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA FRACCIONES XVIII Y XXII  DEL ARTÍCULO 67,  FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 76, ARTÍCULO 161; ASÍ COMO LA ADICIÓN DE LA FRACCIÓN XXIII, XLVIII, XLVIII BIS Y LI RECORRIENDO LAS EXISTENTES EN EL ARTÍCULO 67, UN SEGUNDO PARRAFO AL ARTICULO 159 , ASÍ COMO LA ADICIÓN A LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 160 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO  

DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 

P R E S E N T E.- 

Juan Carlos Guerra López Negrete, en mi calidad de ciudadano, señalando como domicilio para oír y recibir notificaciones el ubicado en Bogotá 565 Fraccionamiento Cumbres, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, con fundamento en los artículos 59 fracción VI de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; y los artículos 4, fracción III, 39, 40, 42, 43 y demás relativos de la Ley de Participación Ciudadana para el Estado de Coahuila de Zaragoza, sometemos respetuosamente a la consideración de éste H. Pleno del Congreso del Estado la siguiente Iniciativa Popular con Proyecto de Decreto que Reforma las FRACCIONES XVIII Y XXII  DEL ARTÍCULO 67,  FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 76, ARTÍCULO 161; ASÍ COMO LA ADICIÓN DE LA FRACCIÓN XXIII, XLVIII, XLVIIIBIS Y LI RECORRIENDO LAS EXISTENTES EN EL ARTÍCULO 67, UN SEGUNDO PARRAFO AL ARTICULO 159 , ASÍ COMO LA ADICIÓN A LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 160 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA con base en la siguiente: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Real Academia Española, define la palabra corrupción como “4. f. En las organizaciones, especialmente en las públicas, práctica consistente en la utilización de las funciones y medios de aquellas en provecho, económico o de otra índole, de sus gestores”. 

Dicho de otra manera, la corrupción es la práctica que consiste en hacer abuso de poder, de funciones o de medios para sacar un provecho económico o de otra índole, entendiendo como corrupción política al mal uso del poder público para obtener una ventaja ilegitima. 

Por lo tanto,  el servidor público tiene como principal responsabilidad el correcto desempeño en sus funciones bajo los principios rectores, la eficacia y la honestidad, sin embargo la ciudadanía  ha perdido la credibilidad y confianza,  en ellos y estos al obtener la confianza lo aprovechan buscando un beneficio propio o para un tercero,  originando con ello actos de corrupción. 

Hoy día pareciera cada vez más común ver o escuchar en diversos medios de comunicación, la producción de diversos actos de corrupción en diversos niveles de gobierno, dejando esto en claro la impunidad con la que actúan diversos actores del panorama político pero se hace aún más notorio que existe la necesidad del endurecimiento de las leyes para contrarrestar éste tipo de situaciones.  

Durante los años 90 surge en Berlín una organización no gubernamental llamada Transparencia Internacional, la cual se ha encargado de desarrollar distintas medidas con el claro objeto de ponerle fin a los actos de corrupción. 

Según  Transparencia Internacional, nuestro país se encuentra en la tabla de  los países mas corruptos del mundo,  pues como se ha podido advertir con el pasar del tiempo la corrupción es un factor preponderante   en el actuar  de algunos servidores públicos,  lo que impide que el sistema de justicia no funcione adecuadamente y desafortunadamente  al ser un acto tan recurrente en nuestra sociedad nos estamos acostumbrando a ello, perdiendo la capacidad de asombro ante actos de corrupción o al grado de llegar a reconocer y aplaudirlo,  pues el objetivo es obtener un beneficio de la formar que aunque contraria a nuestras normas legales  nos beneficie,  permitiendo que con acciones u omisiones nuestro sistema de justicia  no cumpla con su objetivo, es decir valorar si las actuaciones de los servidores al servicio de los poderes del Estado  están cumpliendo en cabalidad con sus obligaciones,  podría decirse que los ciudadanos ven como un mal necesario las practicas de corrupción e inclusive  reconocer inteligencia en aquellos que obtienen un lucro indebido   justificando con ello su actuar. 

Actos de corrupción  se encuentra presente en nuestro actuar cotidiano en aquellos casos en los que a cambio de un beneficio económico obtienen otro, un permiso, concesión, la libertad, etc., nuestro estado Coahuila de Zaragoza no es la excepción, en los últimos años a través de los medios de comunicación  y las redes sociales nos hemos podido dar cuenta que funcionarios públicos han obtenido beneficios económicos,  que van directo a su patrimonio  personal incrementándolo injustificadamente,  creando empresas fantasmas, autorizando créditos en perjuicio del estado, etc.,  sin que nadie diga ni haga nada, perjudicando directamente con dicho actuar el erario publico, sin que quien esta en posibilidad de denunciar esos actos de corrupción lo haga ya que lejos de sancionarlos los premian con un nuevo cargo, o simplemente una renuncia a su empleo.  

Los actos de corrupción no solo existen en una área de nuestro país,  cada vez se hace mas recurrente, en nuestro Estado hemos sido testigos de actos de corrupción y los cuales cada vez se hacen públicos, lo que genera una molestia en los ciudadanos  ya que los funcionarios incurren en actos de corrupción y no son sancionados lo que da origen una impunidad y por lo tanto incertidumbre y desconfianza en las instituciones. 

En Enero de éste año, Transparencia Internacional presentó el Índice de Percepción de la Corrupción 2016, en el cuál México obtuvo una calificación de 30 puntos, lo que lo ubicaba en la posición 123 de 176 países, por lo que resulta necesario  desarrollar mecanismos de control y evitar el crecimiento de la corrupción,  a través de tres puntos torales,  el institucional,  el combate a la corrupción y el cultural,  no basta con  la sola transformación institucional y adecuación al marco jurídico,  si no demás debemos adjuntar acciones sistemáticas para desintegrar las redes de corrupción  en las  entidades publicas, es por ello la necesidad de la creación de sistemas locales anticorrupción. 

El organismo, en su capítulo México advirtió que las reformas anticorrupción y la primera etapa de la implementación del Sistema Nacional Anticorrupción no han resultado ser suficientes para reducir la percepción y los efectos de la corrupción en nuestro país. 

Derivado de los índices de corrupción  el Gobierno Federal, cuenta con la Ley General del Sistema Anticorrupción, mientras que  el estado de Nuevo Leon, cuenta  con un Sistema Estatal Anticorrupción,  que tiene como objetivo sancionar no solo a los servidores públicos si no también a los particulares involucrados en actos de corrupción. Bajo este entorno y dándonos cuenta de la necesidad de regular el correcto desempeño del gobierno no solo con el objetivo de sancionar actos de corrupción si no buscando la prevención de los mismos,  se busca nuevos mecanismos y procedimientos que nos ayuden a  evitar el uso de viejas practicas de los servidores públicos  homologando nuestros  ordenamientos a la Constitución Federal y las leyes secundarias, ya que como se ha establecido los actos de corrupción existen a nivel federal, estatal y municipal, debiendo destacar que nuestro estado de Coahuila de Zaragoza no ha sido la excepción,  es por ello la imperiosa necesidad de una reforma integral que de origen al Sistema Estatal Anticorrupción 

Así pues se entiende que la corrupción debe ser la excepción y no la regla. Es decir que las redes de corrupción formadas por empresas y funcionarios públicos deben ser realmente investigadas, perseguidas y desmanteladas para bien de los ciudadanos. 

Y es que con el pasar del tiempo, el gobierno ha ido perdiendo la confianza, credibilidad y los valores intrínsecos a su conformación que los ciudadanos han depositado en él al elegirlos. Si bien la corrupción no es un acto exclusivo del gobierno, si es dónde más repercute por atentar directamente a los bienes de la sociedad. 

La percepción en México sobre la corrupción va en aumento, por tal motivo el desarrollo económico se ve ralentizado. Para poder eliminar el problema de raíz, tendremos que hacer como sociedad un trabajo en conjunto para cambiar la manera de pensar pero sobre todo empezar a eliminar la idea de “El que no tranza no avanza.” 

Teniendo entre otras cosas lo anteriormente mencionado, se ha entrado al estudio de nuevas mecánicas y procedimientos que coadyuven a corregir diversas prácticas desleales que ponen en duda el desempeño de la función pública. 

Así podemos observar como ya se decía en líneas anteriores, a nivel federal se creó un Sistema Nacional Anticorrupción, dejando entre otras cuestiones que al ámbito de sus respectivas competencias las legislaturas locales deberán expedir las leyes y realizar las adecuaciones normativas correspondientes de conformidad a lo previsto en el Decreto de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción.  

El Sistema Anticorrupción tiene el objetivo de coordinar y homologar las acciones en los tres niveles de gobierno en la prevención, detección y sanción a funcionarios  que cometan actos de corrupción,  esto en busca de un tratamiento sistemático a la lucha contra estos actos contrarios a los ordenamientos legales y que aquejan nuestra sociedad. Con esto se pretende la homologación  con la legislación Federal en vigor  y cumplir con ello lo ordenado por el Congreso de la Unión, referente a la obligación de las entidades federativas de legislar en este tema, buscando la creación de un Sistema Anticorrupción eficaz y eficiente. Por lo tanto,  con la creación de este sistema  no solo buscamos la sanción a los funcionarios  que comentan actos de corrupción si no se busca la prevención en su comisión,  se que no se garantiza la eliminación total de esas practicas, sin embargo habrá de contar con un marco normativo integral que  nos permita alcanzar  el fin tan noble como lo es eliminar  actos de corrupción, esto a través de leyes que reglamenten el  Sistema Estatal Anticorrupción. Dicho  Sistema  contará no sólo con autonomía jurídica,  si no que  requiere ser independiente para llegar a investigar posibles actos de corrupción y así llegar a sancionar a los responsables. 

Es por eso que tomando como base la legislación del Estado vecino de Nuevo León en materia de anticorrupción, considero oportuna la intención de modificar nuestra Constitución Local, pues es menester establecer la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción así como el Tribunal de Justicia Administrativa, ya que cada vez nos encontramos más sumidos en las garras de la corrupción en nuestro Estado. 

Con ésta reforma que hoy presento, pretendo que la voz de la sociedad se haga presente en el compromiso de refrendar en el Estado el Sistema Local Anticorrupción para que a su vez se encuentre armonizado con la legislación federal y así cumplir con lo dispuesto con el Congreso de la Unión en tiempo y no sacar sistemas locales incompetentes todo por dejar que el tiempo pase de una manera desmedida. 

Por los razonamientos y fundamentos legales expuestos, someto  respetuosamente a la consideración de éste H. Pleno el siguiente proyecto de: 

Decreto

ARTÍCULO ÚNICO:  Se reforma la Constitución  Política del Estado Libre  y Soberano  de Coahuila de Zaragoza por reforma a las FRACCIONES XVIII Y XXII  DEL ARTÍCULO 67,  FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 76, ARTÍCULO 161; ASÍ COMO LA ADICIÓN DE LA FRACCIÓN XXIII, XLVIII, XLVIIIBIS Y LI RECORRIENDO LAS EXISTENTES EN EL ARTÍCULO 67, UN SEGUNDO PARRAFO AL ARTICULO 159 , ASÍ COMO LA ADICIÓN A LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 160, para quedar como sigue. 

Artículo 67.Son atribuciones del Poder Legislativo:  

I. a XVII. … 

XVIII. Aceptar las renuncias del Gobernador, Diputados, Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, Del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, Fiscal Especializado en Combate a la Corrupción, Fiscal Especializado en Delitos Electorales, así como de los miembros de los Ayuntamientos y Concejos Municipales, cuando se funden en una imposibilidad justificada; 

XIX a XXI. … 

XXII. Recibir del Gobernador, Diputados, Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, Fiscal Especializado en Combate a la Corrupción, Fiscal Especializado en Delitos Electorales, la protesta de guardar y hacer guardar la Constitución Federal, la particular del Estado y las Leyes que de ambas emanen; 

XXIII. La facultad de aprobar la propuesta que sobre el cargo del Titular del Órgano Interno de Control estatal y Secretario de Finanzas, realice el Ejecutivo, bajo el siguiente procedimiento:   

Los titulares de las dependencias antes señaladas serán propuestos al Congreso del Estado por el Ejecutivo. La aprobación se hará, previa comparecencia de la persona propuesta, por el voto secreto de cuando menos las dos terceras partes de los integrantes del Congreso del Estado, dentro de los cinco días siguientes a la fecha de la comparecencia. Si el Congreso del Estado no se encontrase reunido, la Diputación Permanente convocará de inmediato a un Período Extraordinario de Sesiones. 

En caso de que, transcurrido el plazo de cinco días, el Congreso del Estado rechace a la persona propuesta para ocupar el cargo, se abstenga de resolver, o no se alcance la votación de cuando menos las dos terceras partes de sus integrantes, el Ejecutivo del Estado, en un plazo de diez días, propondrá a otra persona y la aprobación se efectuará en los términos del párrafo anterior. 

Si presentada la segunda propuesta, el Congreso del Estado la rechaza o no reúne la votación requerida dentro de los plazos señalados, en ese mismo acto, la aprobación se llevará a cabo mediante el voto secreto de cuando menos la mayoría de los diputados asistentes a la sesión; de no reunirse esta votación o si el Congreso del Estado se abstiene de resolver dentro de los plazos señalados, el órgano proponente, dentro de los diez días posteriores a la celebración de la sesión, realizará la designación, la cual no podrá recaer en ninguna de las personas que en ese mismo procedimiento ya hubieran sido propuestas al Congreso del Estado  para ocupar dicho cargo. 

XXIV a XLVII. … 

XLVIII… 

La Auditoría Superior del Estado tendrá personalidad jurídica y autonomía financiera, presupuestaria, técnica y de gestión. 

El Congreso del Estado coordinará y evaluará, sin perjuicio de la autonomía financiera, presupuestaria, técnica y de gestión, el desempeño de las funciones de la Auditoría Superior del Estado, de acuerdo con la Ley de la materia. 

Para tal efecto, deberá expedir la Ley que regule la creación, organización y atribuciones de la Auditoría Superior del Estado, y emitir la convocatoria pública para elegir al Auditor Superior del Estado. El Congreso del Estado seleccionará de entre la lista de candidatos remitida por el Comité de Selección del Sistema, en caso de ser más de tres, a una terna de entre los inscritos en la convocatoria pública para elegir al Auditor Superior del Estado. Para elegir dicha terna, cada legislador votará por tres opciones de la lista de candidatos remitida y los tres candidatos con la votación más alta integrarán la terna. 

El Auditor Superior del Estado será electo de entre los integrantes de la terna, previa comparecencia, en votación por las dos terceras partes de los integrantes de la Legislatura. De no alcanzarse dicha votación, se procederá a una segunda votación entre los dos integrantes que hayan obtenido más votos. En caso de empate entre quienes no obtuvieron el mayor número de votos, habrá una votación para definir por mayoría quien entre dichos dos candidatos participará en la segunda votación. Si persiste el empate, se resolverá por insaculación entre ellos.    

Si en la segunda votación, ninguno de los dos obtiene el voto de las dos terceras partes de los integrantes de la Legislatura, se procederá a la insaculación de entre estos últimos dos. 

XLVIII Bis.- Expedir la ley que establezca las bases de coordinación del Sistema Estatal Anticorrupción a que se refiere esta Constitución;   

XLIX. … 

L. … 

LI. …  Expedir la ley que regule la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción, como órgano con autonomía financiera, técnica, presupuestaria, de gestión de decisión y operativa para investigar y perseguir los hechos que la ley considera como delitos por hechos de corrupción. 

El Fiscal Especializada en Combate a la Corrupción será nombrado por el término de seis años, mediante convocatoria pública que emitirá la Legislatura a partir de su ausencia definitiva o noventa días previos a que finalice su término. 

El Congreso del Estado seleccionará de entre la lista de candidatos remitida por el Comité de Selección del Sistema, en caso de ser más de tres, a una terna de entre los inscritos para elegir al Fiscal Especializado en Combate a la Corrupción. Para elegir dicha terna, cada legislador votará por tres opciones de la lista de candidatos remitida y los tres candidatos con la votación más alta integrarán la terna. 

El Fiscal Especializado en Combate a la Corrupción será electo de entre los integrantes de la terna, previa comparecencia, en votación por las dos terceras partes de los integrantes de la Legislatura. De no alcanzarse dicha votación, se procederá a una segunda votación entre los dos integrantes que hayan obtenido más votos. En caso de empate entre quienes no obtuvieron el mayor número de votos, habrá una votación para definir por mayoría quien entre dichos dos candidatos participará en la segunda votación. Si persiste el empate, se resolverá por insaculación entre ellos.    

Si en la segunda votación, ninguno de los dos obtiene el voto de las dos terceras partes de los integrantes de la Legislatura, se procederá a la insaculación de entre estos últimos dos. 

La Ley preverá la creación del Comité de Selección del Sistema para la elaboración de la convocatoria, diseño de los mecanismos de evaluación y análisis de perfiles. El Comité de Selección del Sistema posterior al análisis de los perfiles definirá de manera fundada y motivada quién integra la lista de los candidatos que cumplan con los requisitos constitucionales y legales para ocupar dicho cargo y remitirá dicha lista al Pleno del Congreso.   

El titular de la citada fiscalía especializada podrá ser removido por el Congreso del Estado por las causas que establezca la ley mediante el voto de las dos terceras partes de los integrantes, sin perjuicio de que sea destituido por causa de responsabilidad administrativa; 

LII. ... 

ARTÍCULO  76.- Para ser Gobernador se requiere: 

I a IV… 

V.- No ser secretario de la administración pública estatal, Procurador General de Justicia del Estado, magistrado del Poder Judicial, Fiscal Especializado en Combate a la Corrupción, presidente municipal, síndico o regidor, consejero o integrante del órgano de dirección de los organismos públicos autónomos, titulares de los organismos descentralizados, miembro de los órganos directivos y técnicos o integrante del cuerpo del servicio profesional electoral del Instituto, ni secretario del Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado, salvo que se separe de su encargo en los términos que señale la legislación reglamentaria 

… 

ARTÍCULO 84.-  Son deberes del Gobernador: 

I a IX … 

X.- Proteger la seguridad de las personas, bienes y derechos de los individuos, y al efecto, mantener el orden, paz y tranquilidad pública en todo el Estado, haciendo respetar las garantías individuales; así como combatir la corrupción e impulsar y proteger la integridad pública y la transparencia en el ejercicio del poder, mediante políticas, controles y procedimientos adecuados.  

ARTICULO 159 … 

… 

Los servidores públicos a que se refiere el presente artículo, así como los candidatos a puestos de elección popular, estarán obligados a presentar, bajo protesta de decir verdad, su declaración patrimonial, de conflicto de intereses y declaración fiscal ante las autoridades competentes en los términos que determine la ley estableciendo además sanciones aplicables en caso de incumplimiento.  

ARTICULO 160 

I … 

II. ....   

III. Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los hechos, actos u omisiones, que sin constituir delito, puedan afectar la eficiencia y buena marcha de los asuntos públicos o sean hechos de corrupción. Los superiores jerárquicos serán corresponsables de las faltas administrativas graves o hechos de corrupción de los servidores públicos cuando exista nepotismo o colusión.  

Las sanciones consistirán en amonestación, suspensión, destitución o inhabilitación, así como en sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por los hechos, actos u omisiones. La ley establecerá los procedimientos para la investigación y sanción de dichos, hechos, actos u omisiones. 

Para que una persona que hubiere sido inhabilitada en los términos de ley por un plazo mayor de diez años, pueda volver a desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público una vez transcurrido el plazo de la inhabilitación impuesta, se requerirá dar aviso al titular del órgano interno de control estatal, en forma razonada y justificada, de tal circunstancia.  

La contravención a lo dispuesto por el párrafo que antecede será causa de responsabilidad administrativa en los términos de la ley, quedando sin efectos el nombramiento o contrato que en su caso se haya realizado.    

Los hechos de corrupción y las faltas administrativas graves serán investigadas y substanciadas por la Auditoría Superior del Estado y los órganos internos de control, según corresponda, y serán resueltas por la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción. Las demás faltas y sanciones administrativas, serán conocidas y resueltas por los órganos internos de control.    

Para la investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades administrativas de los miembros del Poder Judicial del Estado, se observará lo previsto en esta Constitución, sin perjuicio de las atribuciones de la Auditoría Superior del Estado en materia de fiscalización sobre el manejo, la custodia y aplicación de recursos públicos.    

La ley establecerá la clasificación de los hechos de corrupción y las faltas administrativas, determinará los supuestos que determinen su gravedad y los procedimientos para impugnar la clasificación de las faltas administrativas como no graves que realicen los órganos internos de control.    

Cualquier persona podrá formular denuncia ante las autoridades competentes, respecto de las conductas a las que se refiere el presente artículo. La ley preverá mecanismos para proteger la confidencialidad de las denuncias ciudadanas y el anonimato de los denunciantes, incentivará la presentación de dichas denuncias y establecerá sanciones a quienes presenten denuncias falsas o de mala fe.      

En el cumplimiento de sus atribuciones, a los órganos responsables de la investigación y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción no les serán oponibles las disposiciones dirigidas a proteger la secrecía de la información en materia fiscal o la relacionada con operaciones de depósito, administración, ahorro e inversión de recursos monetarios. La ley establecerá los procedimientos para que les sea entregada dicha información.    

Para la investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades administrativas de los miembros del Poder Judicial, se observará lo previsto en esta Constitución, sin perjuicio de las atribuciones de la Auditoría Superior del Estado en materia de fiscalización sobre el manejo, la custodia y aplicación de recursos públicos. 

La Auditoría Superior del Estado y la dependencia estatal así como las municipales responsables del control interno, podrán impugnar las omisiones o determinaciones de la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción. 

ARTÍCULO 161. El Sistema Estatal Anticorrupción es la instancia de coordinación entre las autoridades de todos los órdenes de gobierno competentes para la prevención, detección y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, así como para la fiscalización y control de recursos públicos. El Sistema se regirá por los principios de transparencia y máxima publicidad.  

Para el cumplimiento de su objeto se sujetará a las siguientes bases mínimas:     

I. El Sistema contará con un Comité Coordinador que estará integrado por los titulares de la Auditoría Superior del Estado; de la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción; de la Dependencia del Ejecutivo del Estado responsable del control interno; por el Magistrado de la Sala Especializada en materia de Responsabilidades Administrativas; el presidente del organismo garante que establece el artículo 6o. de esta Constitución; así como por un representante del Consejo de la Judicatura del Estado y tres del Comité de Participación Ciudadana. El Comité Coordinador será presidido por uno de los representantes del Comité de Participación Ciudadana y la presidencia será rotativa entre estos representantes. La ley podrá contemplar la participación de otros integrantes con voz;     

II. El Comité de Participación Ciudadana del Sistema será designado por el Comité de Selección del Sistema y estará integrado por cinco ciudadanos que se hayan destacado por su contribución a la transparencia, la rendición de cuentas o el combate a la corrupción. La forma para su designación y sus atribuciones quedarán determinadas en la ley. Los integrantes del Comité de Participación Ciudadana durarán cinco años en sus cargos y solo podrán ser removidos por las causas graves que prevea la ley de la materia;  

III. El Comité de Selección del Sistema será designado por el Congreso del Estado y estará integrado por nueve ciudadanos con el objeto de realizar una amplia consulta pública estatal dirigida a toda la sociedad en general para que presenten sus postulaciones de aspirantes a ocupar el cargo de integrante del Comité de Participación Ciudadana del Sistema además de las otras atribuciones determinadas en esta Constitución y la ley. 

La forma de la designación del Comité de Selección quedará determinada en esta Constitución y la ley debiéndose hacer una convocatoria en la cual se presenten propuestas de candidatos por un grupo amplio de instituciones y organizaciones de reconocido prestigio, incluyendo instituciones de educación superior e investigación; organizaciones de la sociedad civil que participen en fiscalización, rendición de cuentas y combate a la corrupción y agrupaciones profesionales. Dichos candidatos deberán presentar los documentos que acrediten el perfil solicitado en la convocatoria la cual deberá incluir como requisito que los aspirantes tengan experiencia o conocimiento en materia de fiscalización, de rendición de cuentas o combate a la corrupción o en otras que se consideren relevantes. 

IV. Corresponderá al Comité Coordinador del Sistema, en los términos que determine la Ley:     

a) La coordinación con las autoridades estatales y municipales competentes en la prevención, detección y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción;     

b) El diseño y promoción de políticas integrales en materia de fiscalización y control de recursos públicos, de prevención, control y disuasión de faltas administrativas y hechos de corrupción, en especial sobre las causas que los generan;     

c) La determinación de los mecanismos de suministro, intercambio, sistematización y actualización de la información que sobre estas materias generen las instituciones competentes de los órdenes de gobierno;     

d) El establecimiento de bases y principios para la efectiva coordinación de las autoridades de los órdenes de gobierno en materia de fiscalización y control de los recursos públicos;     

e) La elaboración de un informe anual que contenga los avances y resultados del ejercicio de sus funciones y de la aplicación de políticas y programas en la materia, sin perjuicio de poder elaborar informes adicionales durante el trascurso del año.      

Derivado de sus informes, el Comité Coordinador del Sistema podrá emitir resoluciones a las autoridades. La ley establecerá los casos en que dichas resoluciones serán vinculantes.  

Las autoridades destinatarias de las resoluciones informarán al Comité sobre la atención que brinden a las mismas.     

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO.-  En un plazo no mayor a noventa días naturales a partir de la promulgación de de este decreto, el Congreso del Estado deberá expedir las leyes consideradas en el   mismo y adecuar la legislación existente.   

TERCERO.- El Poder Legislativo realizará las adecuaciones necesarias a la ley para crear la Fiscalía de Combate a la Corrupción, en el mismo un plazo no mayor a ciento veinte días naturales. 

CUARTO.-  Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.  

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA A 03 DE ABRIL DE 2017

ATENTAMENTE

JUAN CARLOS GUERRA LÓPEZ NEGRETE
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